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Radicación Nro.

:
66001-31-05-003-2004-00605-02

Proceso


: 
EJECUTIVO LABORAL

Demandante

:
PABLO ANTONIO MONDRAGÓN SILVA

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES

Juzgado de Origen
: 
3° Laboral del Circuito de Pereira 

Providencia

:   
Auto de 2° instancia

Tema                            :
Cuando la entidad condenada al pago de una suma de dinero, cumple con su obligación cancelando los valores expresados en la respectiva sentencia no hay lugar a librar mandamiento de pago en su contra alegando que existe error en la liquidación que se hizo en el fallo que se pretende ejecutar.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

(Acta Nro. 0053)

AUDIENCIA PARA PROFERIMIENTO DE AUTO INTERLOCUTORIO


En Pereira (Risaralda), a los dos (02) días del mes de julio del año dos mil nueve (2009), siendo las tres y treinta de la tarde (03:30 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES – en permiso, en asocio del señor Secretario Ad-hoc JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor  PABLO ANTONIO MONDRAGÓN SILVA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude al siguiente auto interlocutorio:

I. LA PROVIDENCIA APELADA

El proceso correspondió al Juzgado Tercero Laboral que mediante sentencia del 14 de diciembre de 2005 ordenó el reconocimiento y pago del reajuste pensional con el correspondiente retroactivo y el incremento por persona a cargo del actor, decisión que fue recurrida mediante recurso de apelación, resuelto por este Tribunal mediante providencia del 09 de marzo de 2006, confirmando parcialmente la decisión de primera instancia y adicionándola en lo relacionado con el monto de la pensión a partir del 23 de enero de 1995, y el valor que corresponde a lo adeudado por el retroactivo, decisión que a su vez fue objeto de recurso extraordinario de casación, ante la Sala de Casación Laboral de al Corte Suprema de Justicia, Corporación que resolvió no casar la sentencia del Tribunal Superior de Pereira.

A  continuación del proceso ordinario, la parte actora inició el trámite ejecutivo para lograr el pago de lo ordenado en la sentencia aludida, donde la juez de conocimiento entró a resolver el mandamiento de pago solicitado. 

Determinó la funcionaria que el título ejecutivo, es decir, la sentencia proferida el 14 de diciembre de 2005, por el Juzgado Tercero Laboral, que fue adicionada por este Tribunal mediante acta del 09 de marzo de 2006 y no casada por la Corte Suprema de Justicia, pese a cumplir con varios de los requisitos señalados en el artículo 48 del C.P.C., no cumple con el de la exigibilidad, toda vez que, mediante Resolución N° 06532 del 14 de julio de 2008, el Instituto de los seguros sociales, dio cumplimiento a lo ordenado, de tal suerte que habiéndose pagado la obligación, no había lugar a librar mandamiento de pago.
II. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte actora presentó recurso de apelación contra el auto proferido el día 16 de marzo de 2009 (fl. 327 y s.s.), argumentando que la pensión no fue reajustada en los términos legales pues la pensión debe reajustarse anualmente con base en la variación del IPC, tal como lo establece el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. Expresa que si bien en la decisión del Tribunal Superior se reconoce que el monto de la pensión es de $703.795, este valor es objeto de los reajustes anuales que la Ley ordena. Agrega que el error en que se incurrió en relación con el retroactivo por parte del Tribunal, fue subsanado cuando se establece el nuevo monto de la pensión.
III. CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

· ¿Cuándo la entidad condenada al pago de una suma de dinero, cumple con su obligación cancelando los valores expresados en la respectiva sentencia, hay lugar a librar mandamiento de pago en su contra alegando que existe error en la liquidación que se hizo en el fallo que se pretende ejecutar? 
· ¿Cuándo se detecta un error aritmético en la liquidación efectuada en la sentencia que se pretende ejecutar, previamente a su ejecución, debe intentarse su corrección conforme al artículo 310 del C. de P.C.? 
2. De los antecedentes procesales: 

En lo que interesa a este asunto, de acuerdo al contenido de la demanda (folios 3 a 22, cuaderno principal), el actor pretendía el reajuste de su mesada pensional y el incremento de la misma por compañera permanente e hijo a cargo, y así lo reconoció parcialmente en su favor la sentencia de primera instancia (folios 143 a 152 ibídem), al condenar al ISS a reajustar a partir del 23 de enero de 1995 la pensión de vejez del demandante en la suma de $425.618,11 y a pagarle el incremento del 14% por compañera permanente a cargo desde el 26 de abril de 2001 y hasta cuando subsistan las causas que dieron origen a ese derecho  ordenar. Dicha decisión fue objeto de apelación por parte del mismo demandante, cuestionando la liquidación de la pensión efectuada en primera instancia y la falta de pronunciamiento sobre el incremento porcentual por hijo menor a cargo. 

Este Juez Colegiado, mediante sentencia del 9 de marzo de 2006, acogió el primer fundamento de la censura y negó el segundo (folios 168 a 177 ibídem) y por eso confirmó la sentencia apelada pero adicionó el numeral primero en el sentido de establecer que la deprecada pensión ascendía a la suma de $703.795 y el numeral segundo concretando el valor de las diferencias derivadas del reajuste pensional en la suma de $42.170.562. 

La sentencia de segunda instancia fue objeto del recurso extraordinario de casación por parte de la entidad demandada, pero la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia se negó a casar el fallo a través de la sentencia del 19 de noviembre de 2007 (folios 271 a 293 ibídem).

En ese estado de cosas, el demandante presentó demanda ejecutiva por varias sumas de dinero, explicando que si bien el ISS pagó el retroactivo ordenado en la sentencia de segunda instancia, omitió pagar la mesada pensional en la suma que realmente correspondía para el año de 2009, más el incremento por compañera permanente a cargo, más los correspondientes intereses moratorios.

La juez de primera instancia negó el mandamiento de pago, aduciendo básicamente el cumplimiento por parte del ISS de los términos de la sentencia ejecutada, la cual no ameritaba otra interpretación diferente a la que le dio el ISS. 

Contra esta decisión se alzó el ejecutante insistiendo básicamente en los mismos argumentos que le sirvieron de fundamento para pedir la ejecución, argumentos que ahora son motivo de análisis por parte de esta Sala lo cual se hará bajo las consideraciones que se expone más adelante. 

3. Del contenido de la sentencia ejecutada y de los fundamentos de la apelación:
Antes de acometer el estudio de los fundamentos de la censura, conviene precisar cuál es el título ejecutivo en el presente caso, a sabiendas de que la sentencia de primera instancia fue objeto de modificación parcial por parte de esta Colegiatura. 

En términos generales, podemos decir que si una sentencia de primera instancia fue modificada parcialmente por el juez de segundo grado, es apenas lógico que el título ejecutivo lo constituyen la sentencia de primera instancia en todo aquello que no fue objeto de modificación y la de segunda instancia en lo que respecta a la reforma que introdujo. Ahora, si la sentencia además fue casada parcialmente por la Corte Suprema de Justicia, el título ejecutivo lo configurará adicionalmente el fallo de la Corte en la misma forma descrita en líneas anteriores. Detenerse solamente en la sentencia de primera o de segunda instancia o la sentencia de casación parcial, atenta gravemente el contenido de la ejecución.

Aclarado lo anterior, en el presente caso la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia rezaba lo siguiente:

“PRIMERO: RECONOCER que el señor PABLO ANTONIO MONDRAGON SILVA tiene derecho al reajuste pensional deprecado respecto de la liquidación que efectuara la administradora del régimen de prima media con prestación definida al que se afilió y hoy demandada INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, conforme con lo discurrido precedentemente.
SEGUNDO: DISPONER, como consecuencia de la anterior decisión, que la entidad demandada, en el término máximo de un mes contado a partir de la ejecutoria de esta providencia, expida el acto administrativo que disponga la corrección de la liquidación en los términos aquí ordenados, a partir del 23 de enero de 1995 y cancele el valor total que resulte como diferencia existente entre las mesadas pensionales pagadas y lo que realmente debió pagársele al demandante, con los correspondientes reajustes pensionales que hasta el momento se han causado y los que en el futuro se causen.

TERCERO: RECONOCER que PABLO ANTONIO MONDRAGÓN SILVA, tiene derecho al incremento pensional del 14% por su compañera permanente sobre su pensión de vejez por tenerla a cargo, conforme lo dispuesto por el artículo 21 del artículo 21 del Acuerdo 049 de 1.990. Razón por la cual la entidad demandada deberá reconocer y cancelar la suma de TRES MILLONES TRES MIL TRESCIENTOS SESENTA Y CUATRO PESOS ($3´003.364,00) correspondiente al incremento pensional del 14% sobre la pensión mínima causada desde el 26 de abril de 2001 y hasta el mes de noviembre de la anualidad que avanza.

CUARTO: ORDENAR que en esa misma forma, se siga cancelando el incremento pensional correspondiente al mes de diciembre de este año y las que se causen hacía (sic) el futuro y, sólo hasta cuando varíen las condiciones que dieron origen a dicho reconocimiento. Para el pago de dicho incremento cuenta la entidad con el término de  un mes contado a partir de la ejecutoria de esta providencia.

(…)”

Dicho fallo fue modificado por la segunda instancia en los numerales primero y segundo pero no en forma definitiva sino parcial, así:

“Primero: CONFIRMAR la sentencia apelada, ADICIONÁNDOLA en su ordinal primero para precisar que a partir del 23 de enero de 1995 el valor de la pensión de vejez del señor Pablo Antonio Mondragón Silva asciende a la suma de SETECIENTOS TRES MIL SETECIENTOS NOVENTA Y CINCO PESOS M/CTE. ($703.795.00). El ORDINAL SEGUNDO, para concretar el valor de las diferencias derivadas del reajuste pensional, que totalizan CUARENTA Y DOS MILLONES CIENTO SETENTA MIL QUINIENTOS SESENTA Y DOS PESOS ($42.170.562.00).
(…)”
Adviértase que a pesar de que decisión de segunda instancia fue objeto del recurso extraordinario de casación, la Corte se abstuvo de casarla, lo que quiere decir que en definitiva el título ejecutivo lo constituye el fallo de primera y de segunda instancia, sin que influya en él lo dicho por la Corte, como pretende el ejecutante.  

Retomando lo dicho, siendo parcial la modificación de los numerales primero y segundo, es obvio que su ejecución comprende lo dicho en primera instancia en aquello que no fue objeto de alteración y lo de segunda instancia en aquello que se modificó y/o adicionó. En consecuencia, para efectos de la presente ejecución  se entiende que el contenido del numeral primero  de la sentencia de primera instancia con la adición que introdujo el superior, se concreta a reconocer  que el Sr. PABLO ANTONIO MONDRAGON SILVA tiene derecho al deprecado reajuste pensional, precisando que  a partir del 23 de enero de 1995 el valor de la pensión asciende a la suma de $703.795. 

Ahora bien, lo anterior significa, sin necesidad de que la sentencia lo diga expresamente, que si la pensión para el año de 1995 se calculó en la suma de $703.795, suma que correspondía –recuérdese- a la primera mesada pensional estructurada el 23 de enero de 1995 (según se desprende del contenido de la parte motiva de la sentencia de segundo grado), la misma por orden del artículo 14 de la ley 100/93, se reajusta anualmente con el respectivo IPC a fin de que no pierda su capacidad adquisitiva. Lo anterior quiere decir, que aplicado el IPC a dicho valor, la mesada pensional para el año que corre asciende a la siguiente suma:

 


VALOR PENSION AÑO 1995




$703.795 
IPC AÑO 1996:
19.46

=
$    840.753.50
IPC AÑO 1996:
21.63

=
$ 1.022.608.40
IPC AÑO 1997: 
17.68

=
$ 1.203.405.50
IPC AÑO 1999: 
16.70

=
$ 1.404.374.20
IPC AÑO 1999: 
9.23

=
$ 1.533.997.90
IPC AÑO 2000: 
8.75

=
$ 1.668.222.70
IPC AÑO 2001: 
7.65

=
$ 1.795.841.70
IPC AÑO 2002: 
6.99

=
$ 1.921.371.00
IPC AÑO 2003: 
6.49

=
$ 2.046.067.90
IPC AÑO 2004: 
5.50

=
$ 2.158.601.60
IPC AÑO 2005: 
4.85

=
$ 2.263.293.70
IPC AÑO 2006: 
4.48

=
$ 2.364.689.20
IPC AÑO 2007: 
5.69

=
$ 2.499.240.00
IPC AÑO 2008: 
7.67

=
$ 2.690.931.70



VALOR PENSION AÑO 2008




$2.690.931.70 

Hasta aquí todo parece claro, pero advierte la Sala que en la liquidación del valor total de la diferencia que se le adeudaba al actor con ocasión del reajuste de la mesada pensional (y que constituye la adición del numeral segundo de la sentencia de primera instancia), efectivamente se incurrió en un error aritmético que hasta ahora persiste, a pesar de que puede corregirse a petición de parte o de oficio en cualquier tiempo, conforme las voces del artículo 310 del C. de P.C., aplicable por analogía en materia laboral. 

En efecto, en la sentencia de segunda instancia, una vez determinado el valor de la primera mesada pensional, se entró a establecer que por virtud del fenómeno prescriptivo, el actor tenía derecho al pago de la diferencia sólo a partir del 26 de abril de 2001 en adelante (folio 174, cuaderno principal) pero al intentar calcular el valor total de la diferencia adeudada, se tomó como valor de la mesada pensional para el año 2001, la suma de $703.795, cuando en realidad dicho valor correspondía al año 1995, y a partir de ese año -2001- se actualizó dicho valor con el IPC, resultando como mesada pensional para el año 2006 (fecha de la sentencia de segundo grado), la suma de $1.038.394, cuando en realidad, aplicando correctamente el artículo 14 de la Ley 100/93 correspondía para ese año la suma de $ 2.364.689.20.
Este error en la actualización de la primera mesada pensional no solo afectó el monto de lo adeudado por la diferencia, sino que se tradujo en una orden para el ISS que aunque no se expresó en la parte resolutiva sí se plasmó en la parte considerativa en los siguientes términos: “A partir del mes de marzo de 2006 el ISS deberá pagar al demandante, por concepto de mesada pensional la suma de $1.038.394.00, que será incrementada anualmente según lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993”.
Lo anterior explica la razón por la cual, el ISS al emitir la Resolución No. 06532 del 14 de julio de 2008, estableció en el numeral tercero de la parte resolutiva que “A partir de AGOSTO/2008 el asegurado PABLO EMILIO MONDRAGON SILVA, cédula de ciudadanía número 1.156.321 devengará una pensión de $1.146.646”, suma que resulta de actualizar hasta 2008 el valor de $1.038.394 fijado para el año 2006, como se ve en el siguiente cuadro:

VALOR PENSIÓN AÑO 2006: $ 1.038.394


IPC AÑO 2006: 
4.48

=
$ 1.084.914.00

IPC AÑO 2007: 
5.69

=
$ 1.146.645.60
Así las cosas, en principio podemos decir que le asiste razón a la juez de primera instancia al concluir que el ISS cumplió literalmente la orden judicial proferida en primera y segunda instancia, incluido el pago del incremento por compañera permanente a cargo, conforme se deduce del desprendible de pago visible a folio 323, porque a pesar de advertirse tanto por el apelante como por esta Colegiatura un error aritmético en la actualización de la primera mesada pensional, aquel -el error aritmético- persiste hasta ahora en la sentencia objeto de ejecución, error que no se subsanó con el fallo de la Corte Suprema de Justicia como pretende el apelante, porque dicha Corporación no casó la sentencia de segundo grado. Tampoco puede pasarse por alto por el juez de ejecución porque la redacción del título ejecutivo (sentencia de primera y segunda instancia en lo pertinente), resulta adecuadamente cumplido por el Instituto de Seguros Sociales, por lo que no podría imputarse a la entidad condenada incumplimiento de su obligación, que sería la causa para pedir una orden de pago en su contra. 

En consecuencia se confirmará el auto de primer grado, sin perjuicio de que el apelante intente la corrección aritmética del fallo de segunda instancia.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, 

R E S U E L V E:
Primero.- Confirmar el auto del 16 de marzo de 2009, proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, según se explicó en la parte motiva de esta providencia. 

Segundo.- Sin lugar a condenar en costas.
Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES







En uso de permiso
JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ
Secretario Ad-hoc
